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LA GRAN REFORMA ELECTORAL DE 2015: NOTAS DESDE LA 
CIENCIA POLÍTICA Y EL DERECHO CONSTITUCIONAL

Patricio Zapata Larraín1

Introducción
El más grande héroe chileno, el Capitán de Fragata Arturo Prat Chacón, fue 
abogado2. Y así, en paralelo al despliegue de una brillante carrera en la Ar-
mada, Prat debió cumplir con todas y cada una de las exigencias del estudio 
del Derecho. Llegado el momento de escoger un tema para su Memoria de 
Prueba, el joven marino desechó la opción obvia de abordar cuestiones rela-
tivas al derecho marítimo o la Ordenanza Naval y sorprendió a superiores y 
maestros redactando una Tesis en que analiza una muy polémica, y entonces 
reciente, ley política: la reforma electoral de 1874. Las cincuenta páginas de 
la Memoria, dadas a la prensa en Julio de 1876, ponen de manifiesto, no solo 
el talento jurídico de Prat, sino que, además, lo muestran como un hombre 
genuinamente preocupado por la legitimidad democrática de nuestras insti-
tuciones representativas.

Reproduzco, a continuación, los primeros cuatro párrafos de la Tesis de 
Prat. En ellos se expresa de manera inequívoca el compromiso republicano 
del héroe de Iquique:

1	 Profesor de Derecho Constitucional; Abogado de la Pontificia Universidad Católica de Chile; Magister 
en Ciencia Política de la Pontificia Universidad Católica de Chile; Master en Derecho de la Universidad 
de Harvard.

2	 Sobre Prat, véanse: de la Cerda, Pablo y Ferrada, Claudio, Arturo Prat. Estudiante de Derecho y Abogado, 
(Editorial Andrés Bello), 1980; Vial, Gonzalo, Arturo Prat, (Editorial Andrés Bello), 1995; Sater, Wi-
lliam, La imagen Heroica en Chile. Arturo Prat, santo secular, (Centro de Estudios Bicentenario), 2005; 
Castagneto, Piero y Lazcano, Diego, Prat: Agente secreto en Buenos Aires, (RIL editores), 2009; y Itu-
rriaga, María Angélica, Carmela Carvajal de Prat: Cartas de mi esposo, (Sudamericana, Random House 
Mondadori), 2011. En lo que a  mí respecta, he publicado dos columnas de opinión resaltando la figura 
de Prat: “Los Treinta”, El Mercurio de Santiago, 9 de Mayo de 2005, página A 3 y “Prat Abogado”, El 
Mercurio de Santiago, 21 de Mayo de 2007, página A 3. 
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“El 12 de Noviembre de 1874 se promulgaba la lei de elecciones vijente. 
El país entero aplaudía con entusiasmo su advenimiento considerándola 
como lei redentora, que venía a salvar de las influencias ilejítimas i del privi-
lejio de las mayorías, la libertad del voto y la representación de las minorías. 
Si ella no satisfizo las aspiraciones más avanzadas en esta materia ni todas 
las exigencias de los partidos, había, al menos, consagrado la justa i conve-
niente representación de las minorías por medio del voto acumulativo en la 
cámara de diputados i del limitado en las municipalidades.
La antigua lei había sido enteramente trastornada; la misma constitución 
política entendiendo el personal del senado i estableciendo su elección por 
provincias, había ayudado a esta transformación eminentemente liberal”.

Tuvo razón Prat. Aun cuando, efectivamente, la reforma de 1874 “no sa-
tisfizo las aspiraciones más avanzadas”, sí profundizó la libertad del voto y 
consagró en Chile “la justa y conveniente representación de las minorías”. 
Nuestra Patria se beneficiaría de ello3. Ocurre que, contra lo que afirman al-
gunos, una reforma electoral sí tiene que ver con las necesidades más reales 
y concretas de la gente.

1. Objeto y Plan

El 5 de Mayo de 2015 se publicó en el Diario Oficial la ley N° 20.840, que 
“Sustituye el sistema electoral binominal, por uno de carácter proporcional 
inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional”. Así, casi 
exactamente 26 años después de la imposición del binominalismo por parte 

3	 Claudio Orrego Vicuña señaló que “el paso del tiempo… demostró que la reforma de la ley electoral 
de 1874 no fue un simple episodio de actualidad. Tuvo una enorme influencia en el devenir posterior 
de la vida republicana. Fue ésta la primera gran batalla política que se libró con éxito para dificultar la 
intervención electoral del gobierno y garantizar la libertad real de sufragio del pueblo soberano”, en 
Observaciones a la lei Electoral Vijente, Memoria de Prueba, Colección Lautaro, (Ediciones Aconcagua), 
1976, p. 8. En un trabajo clásico, Samuel Valenzuela plantea que la ley electoral de 1874 “representó un 
paso fundamental para que el régimen político chileno pasase de su autoritarismo semicompetitivo a 
un régimen democrático”. Aun cuando el foco principal de Valenzuela está puesto en las disposiciones 
de la ley de 1874 que limitan la injerencia electoral del Gobierno, él no deja de destacar positivamente 
el hecho que esta reforma abrió las puertas del Parlamento a las minorías. Valenzuela, J. Samuel, 
Democratización vía Reforma, (Ediciones del IDES, Colección América Latina), 1985,  pp. 19 y 103-106.  
Como he tenido oportunidad de decirlo en otro lugar: “La forma inteligente en que se pactó la reforma 
electoral de 1874 permitió que las fuerzas minoritarias se incorporaran  en plenitud al proceso político. 
De esta manera, cuando nos sorprendió la Guerra del Pacifico, el país pudo contar con el concurso 
político y administrativo de todos sus hijos”. Zapata, Patricio, La Nueva Constitución y el Bien Común, 
en Zuñiga, Francisco (Coordinador), “Nueva Constitución y Momento Constitucional. Visiones, Ante-
cedentes y Debates”, (LegalPublishing y Thomson Reuters), 2014, p.97.
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de la dictadura de Pinochet, Chile vuelve a reencontrarse con la que fue su 
tradición en materia de representación parlamentaria4.

Este artículo tiene por objeto analizar esta trascendental reforma5. A efec-
tos de organizar la exposición, el texto se estructura en base a cuatro acápites. 
La primera parte del trabajo recuerda algunas nociones básicas sobre siste-
mas electorales. La sección segunda examina críticamente la historia chilena 
en materia de sistemas electorales, con especial énfasis en los problemas que 
supone el sistema binominal. El acápite tercero desarrolla una breve reflexión 
sobre las dificultades inherentes a la reforma de los sistemas electorales, tanto 
aquellas de orden general como las  que se presentaron en el caso que esta-
mos examinando. La cuarta parte del artículo aterriza en los contenidos del 
proyecto de reforma presentado por la Presidenta Bachelet en Abril de 2014 
que, como se sabe, y con modificaciones menores, terminaría siendo despa-
chado favorablemente por el Congreso Nacional, en Diciembre del mismo 
año. En esta sección se discutirán, también, algunas de las principales obje-
ciones esgrimidas contra esta iniciativa.

4	 El sistema electoral binominal se instaura en Chile en virtud de la ley N° 18.799, publicada en el Dia-
rio Oficial el 26 de Mayo de 1989, y modificatoria, entre otras, de la Ley Orgánica Constitucional N° 
18.700, sobre Votaciones Populares y Escrutinios.

5	 Creo importante, por razones de transparencia y honestidad intelectual, que el lector sepa -de entrada- 
que, respecto del asunto materia de este artículo, el autor de estas líneas está lejos de ser un observador 
desinteresado. Ya en 1991, en mi condición de asesor del Ministro Secretario General de la Presidencia, 
Edgardo Boeninger, colaboré en la elaboración del primero de los intentos por eliminar el sistema 
binominal. En 1993, como Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales del referido 
Ministerio, coordiné la preparación de un segundo anteproyecto. En 1996, después de completar mi 
postgrado en el extranjero, y siendo Ministro de SEGPRES Genaro Arriagada, volví a participar en el 
que sería el tercer esfuerzo de un gobierno concertacionista por  reformar el sistema electoral. La cir-
cunstancia de haber dejado el gobierno a fines de 1999 no puso fin a mi vinculación con el tema.  Mi 
convicción en esta materia me llevó a escribir numerosas columnas de opinión apoyando el cambio 
(véanse, por ejemplo, “Reforma Republicana”, El Mercurio, 23 de Abril de 2007, página A3, “La listita”, 
El Mercurio, 19 de Mayo de 2008, página A3 y “Tradición republicana”, El Mercurio, 14 de Julio de 
2008, página A3). En 2006 tuve el honor de integrar la “Comisión Boeninger”, designada por la Pre-
sidenta Bachelet para evaluar propuestas concretas de cambio al sistema electoral. Entre 2010 y 2013, 
y en mi condición de Presidente de la Comisión Constitucional del PDC, brindé apoyo técnico a los 
esfuerzos políticos de Soledad Alvear, Patricio Walker e Ignacio Walker por lograr un gran acuerdo para 
poner fin al binominal. A principios de Abril de 2014, el Ministro del Interior Rodrigo Peñailillo me in-
vitó a trabajar en un pequeño comité, con los diputados Pepe Auth y Marcelo Schilling, encargado de la 
redacción un nuevo anteproyecto de reforma electoral. Enriquecido con los aportes de MINSEGPRES, 
el borrador preparado por este grupo se transformaría en el Mensaje del Ejecutivo (Boletín 9326-07). 
Durante el año 2014, y también a solicitud del Ministerio del Interior, elaboré dos informes, remune-
rados, sobre algunos de los aspectos más polémicos de la iniciativa. Invitado por las respectivas Comi-
siones de Constitución, Legislación y Justicia, asistí a la Cámara de Diputados y al Senado a entregar 
una opinión favorable al proyecto. Tuve la responsabilidad, finalmente, de representar a la Presidenta 
de la República en la defensa jurídica ante el Tribunal Constitucional de la reforma electoral frente al 
requerimiento presentado por senadores de la UDI y RN. A expresa petición mía, esta representación 
fue ad honorem.
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2. Sobre Sistemas Electorales

Un sistema electoral es aquel conjunto de definiciones esenciales con arreglo 
a las cuales la manifestación del sufragio ciudadano se traduce, en el ámbito 
institucional del Estado,  en un resultado oficial, preciso y determinado6. Para 
los efectos de este trabajo, entonces, el sistema electoral -stricto sensus- remite 
a las reglas que transforman, o refinan, las preferencias puras (“brutas” o 
“crudas”) del elector en resultados netos. Quedan fuera de este concepto, por 
lo tanto, aquellas otras, y muy trascendentales, reglas que tienen por objeto 
asegurar que el acto de votar sea libre e informado y que las campañas electo-
rales sean limpias, equitativas y pacíficas.

En este artículo nos ocuparemos específicamente del sistema electoral 
parlamentario, esto es, de aquel conjunto de definiciones sobre fórmula, dis-
trito, tipo de papeleta y método matemático de reparto que, en su operación 
conjunta, traducen la manifestación de la voluntad ciudadana en una precisa 
y determinada composición de las dos cámaras que, en el caso de Chile,  com-
ponen el Congreso Nacional.

Un sistema electoral, entonces, supone una manera concreta de responder 
a las preguntas sobre fórmula (mayoritaria o proporcional), tipo de distrito 
(nacional único, subnacional de magnitud alta, subnacional de magnitud me-
dia, binominal, uninominal), tipo de papeleta (listas cerradas y bloqueadas o 
listas  abiertas) y método matemático de reparto de escaños (d´Hont, Hare, 
Saint-Laguë).

Un sistema electoral es mayoritario cuando tiende estructuralmente a pre-
miar a la fuerza política que obtiene más sufragios. Típicos sistemas mayori-
tarios son aquellos en que todos los parlamentarios son elegidos por distritos 
uninominales (que eligen un parlamentario), resultando electo en cada uno 
de ellos el candidato que obtenga más preferencias. Esta fórmula, también 
conocida como First-past–the-post es la que emplean las democracias herede-
ras del viejo Imperio Británico (Reino Unido, Estados Unidos, India, Canada, 
etc.)7. Los partidarios de los sistemas mayoritarios destacan, principalmente, 

6	 Rafael López Pintor define al sistema electoral como un “conjunto de elementos esenciales para articu-
lar y dar forma institucional a la representación popular”. López, Rafael “Procesos de reforma de sis-
temas electorales: Aprendizajes de la experiencia comparada”; en Reforma del sistema electoral chileno, 
Fontaine, Arturo; Larroulet, Cristián; Navarrete, Jorge y Walker, Ignacio, (PNUD), 2009.

7	 Existen, en todo caso, otras fórmulas de carácter mayoritario. El modelo adoptado por la V República 
Francesa, que contempla distritos uninominales igual que el First past the Post, presenta la importante 
diferencia, sin embargo, de existir un ballotage (segunda vuelta) si ninguna candidatura obtiene ma-
yoría absoluta (a dicha segunda votación tienen derecho a concurrir todos los candidatos que hayan 
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su aptitud para inducir y generar mayorías institucionales (con las ventajas en 
materia de gobernabilidad que ello entraña). Se valora además un pretendido 
efecto moderador de la política (por el hecho de forzar a las candidaturas a 
pelear el voto de centro).

Un sistema electoral es proporcional, por su parte, cuando tiende estructu-
ralmente a producir una cierta equivalencia entre el % total de los sufragios 
que obtiene una fuerza política y el % total de escaños parlamentarios que 
ella consigue en definitiva. Los defensores de esta alternativa rescatan, espe-
cialmente, el hecho que estos sistemas permiten la expresión política de las 
distintas visiones sociales.

El solo hecho que bajo un sistema se produzcan resultados relativamente 
proporcionales no lo califica, per se, como sistema proporcional. El resultado 
anotado puede deberse al efecto de circunstancias políticas contingentes o de 
pactos/omisiones a nivel de la oferta de candidatos.

La proporcionalidad puede ser estricta, corregida (por ejemplo con un um-
bral del 5%) o moderada. Desde un punto de vista estructural, a la proporcio-
nalidad se puede arribar por diversas vías: creando un distrito nacional único, 
con un sistema de doble voto o con distritos plurinominales. Veamos, con 
algunos ejemplos, como se combinan estos elementos.

Israel ha adoptado un sistema proporcional estricto, esto es, un sistema que 
garantiza representación equivalente a todas las fuerzas políticas. El territorio 

obtenido más del 12.5% del padrón). Esta modalidad no altera radicalmente el funcionamiento mayo-
ritario del sistema, pero otorga un espacio asegurado de influencia, con la consiguiente posibilidad de 
representación, a fuerzas minoritarias del orden del 10% (a menos que se trate de una minoría que 
no quiere aliarse o con la que nadie desea entenderse, p.e. el Frente Nacional). Italia, por su parte, ha 
ensayado en varias ocasiones la alternativa consistente en mezclar una base de elección de tipo propor-
cional con un correctivo mayoritario (otorgando un número adicional, no proporcional, de diputados, 
-un premio-, a la fuerza política más votada). En Noviembre de 1923, e invocando la necesidad de poner 
fin a la extrema fragmentación, Benito Mussolini convenció al Parlamento Italiano para que aprobara 
la Ley Acerbo, según la cual si un partido obtenía más del 25% de los voto se quedaría con 2/3 de los 
diputados, distribuyéndose el tercio restante de acuerdo a la proporción de los votos. 30 años después, 
gobernando Alcide De Gasperi, la Democracia Italiana, aprobó una reforma electoral que garantizaba 
2/3 de los escaños parlamentarios a la coalición que obtuviera la mayoría absoluta de los votos. En la 
elección de 1953 a la coalición que integraba la DC le faltó apenas una décima de punto porcentual de 
ganarse el Bono (obtuvo el 49.9%). La ley fue luego derogada. En 2005, sin embargo, Silvio Berlusconi 
logró aprobar una reforma que otorga 340 de los 630 diputados a la coalición más votada (aunque ten-
ga el 35% o el 40% de los votos). Pensada y diseñada por Berlusconi para favorecer a su propia coalición 
(la centroderechista “Casa de Las Libertades”), la regla nueva terminó favoreciendo, sin embargo, a la 
centroizquierdista “Unión” que con el 49.81% de los votos se quedó con los 340 escaños (superando 
apenas la Casa de Las Libertades que alcanzó el 49.74%). A fines de 2013 la Corte Constitucional de-
claró inconstitucional la ley de 2005. A principios de 2015 el gobierno de Matteo Renzi aprueba una 
reforma que conserva la idea del premio de los 340 diputados para la fuerza más votada, pero condicio-
nado a que haya obtenido al menos el 40% de los votos (si ningún partido logra el 40%, dos semanas 
después de la elección general se realizará un ballotage entre los dos partidos más votados a efectos de 
determinar cuál de los dos se queda con el bono de los 340 diputados).
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del país conforma un solo colegio electoral que elige los 120 miembros del 
Parlamento (el Knesset). Los ciudadanos sufragan por el partido político de su 
preferencia (que ha presentado listas cerradas y bloqueadas). Los 120 escaños 
se distribuyen luego en proporción al voto de las listas, sin que exista ningún 
tipo de umbral mínimo de votación para lograr representación. De esta ma-
nera, entonces, un partido que obtiene el 1% de los votos elegirá 1 diputado.

La República Federal Alemana ha optado por un sistema proporcional corre-
gido, esto es, un sistema que garantiza representación equivalente a todas las 
fuerzas políticas que superen un umbral mínimo. La forma de elección mixta 
con que se integra la Cámara de Diputados, el Bundestag, merece explicarse 
con cierta detención. Los ciudadanos alemanes emiten dos sufragios. Uno de 
ellos tiene por objeto elegir, en votación directa, y en base a distritos unino-
minales, a 299 diputados. El otro voto, el que produce más efectos políticos, 
se emite en favor de algunos de los partidos políticos con existencia legal y 
define, proporcionalmente, vía sistema Saint Laguë, la composición total de 
la Cámara.

Veamos, con un par de ejemplos, y utilizando los datos de la última elec-
ción parlamentaria (2013), como opera en la práctica el sistema germano. En 
base al primer voto, los candidatos de la CDU/CSU (Unión Democratacristia-
na/Socialcristiana)  se impusieron en 236 de los 299 distritos uninominales. 
En cuanto al segundo voto, el 41.5% logrado por la CDU/CSU le da derecho 
a un total de 311 diputados (sobre el total de 631). Estos 311 se completan 
sumando a los ya indicados 236 diputados electos por los distritos unos 75 
candidatos nacionales identificados en la respectiva lista cerrada del partido. 
El  Partido Verde, por su parte, solo consiguió que 1 de sus 299 candidatos 
se impusiera en los distritos uninominales. El punto, sin embargo, es que el 
7.3% que lograron los verdes con el segundo voto les da derecho a un total de 
63 diputados. Esos 63 se enteran adicionando al 1 que resultó electo en base 
territorial otros 62 que figuraban en la lista de la colectividad.

El hecho que los germanos hayan optado por una composición mixta del 
Bundestag –con dos tipos distintos de diputados– no significa, en modo al-
guno, que el sistema de ellos sea algún tipo de hibrido entre proporcional y 
mayoritario. Nada que ver. El sistema alemán es proporcional.8 Lo que si es 
cierto, sin embargo, es que se trata de un proporcional corregido, esto debi-
do a la existencia a nivel legal de un umbral mínimo de votación (5%) como 

8	 El modelo alemán, que ya cumple casi siete décadas, ha inspirado reformas electorales en países como 
México, Bolivia y Nueva Zelanda.
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requisito sine qua non para que un partido tenga derecho a su cuota propor-
cional de diputados.

Bélgica, España, Portugal y la mayoría de las democracias sudamericanas, 
en cambio, emplean sistemas electorales proporcionales construidos sobre distritos 
plurinominales, listas de partido, método d´Hont y sin umbral mínimo de vo-
tación. En el caso de la mayoría de los regímenes parlamentarios, necesitados 
de máxima disciplina partidista, el sistema de lista es cerrado y bloqueado, de 
modo que el elector no puede manifestar preferencia por alguno de los can-
didatos individuales (así, por ejemplo, en España y Portugal). No obstante, el 
régimen parlamentario belga coexiste con listas abiertas (aquellas en que el 
elector puede jerarquizar las posibilidades de los integrantes de la lista). En el 
caso de los regímenes presidenciales, se presentan las dos opciones. Mientras 
Argentina contempla listas cerradas, Brasil y Chile establecen listas abiertas. 
Colombia, por su parte, le concede a cada partido o coalición el derecho a pro-
poner listas abiertas o cerradas.

En este modelo proporcional fundado en distritos plurinominales, la Mag-
nitud de los Distritos (en adelante, “MD”), esto es, la definición del número 
de parlamentarios que elige cada distrito, es el criterio clave para evaluar el 
grado de proporcionalidad de cada sistema.

Si todos los distritos plurinominales eligen 2, 3, 4 o 5 parlamentarios será 
difícil que fuerzas políticas con menos del 20% obtengan representación. Ob-
viamente, en el caso en que todos los distritos elijan 2, como ocurre con el bi-
nominal chileno, la posibilidad de que se produzca la entrada de esas fuerzas 
minoritarias es bajísima9.

Si se combinan distritos que eligen 3, 4 o 5 parlamentarios y otros distritos 
que elijan 7 o más parlamentarios, con un promedio que vaya de 5 a 6, se obtie-
ne un sistema que arrojará típicamente proporcionalidad moderada. Insistamos 
en cuanto a que un sistema proporcional moderado como el descrito no garanti-
za representación equivalente a todas las fuerzas políticas sino que, mucho más 
modestamente, crea condiciones que hacen posible la representación bastante 

9	 Que esa posibilidad sea baja no significa que no pueda ocurrir. Factores de tipo local o la concentración 
de los apoyos en una parte del territorio podrían permitir que, incluso en un binominal, un partido 
que tiene un 5% a nivel nacional pueda elegir varios parlamentarios. Consideremos, por último, que 
todo lo que pueda decirse sobre la situación de los partidos minoritarios en el binominal chileno ha 
estado muy fuertemente condicionado por el hecho que la ley N° 18.700 Orgánica Constitucional de 
Votaciones Populares y Escrutinios permite la celebración de pactos entre partidos. Como se sabe, esa 
circunstancia permite que aquellos partidos políticos del 5% que tienen interés en aliarse y encuentran 
acogida en los pactos grandes pueden, si hacen una buena negociación de cupos, alzarse con varias 
victorias parlamentarias (ha ocurrido con el Partido Radical de Chile, con la Unión de Centro Centro 
en 1997 y con el Partido Comunista en las elecciones de 2009 y 2013).
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aproximada de las mayorías y de las minorías significativas (por minoría significa-
tiva entiendo una fuerza política, o una candidatura, cuya votación bordea el 10%)

Si todos los distritos plurinominales eligen 7 o más parlamentarios, el sis-
tema está en mejores condiciones de acercarse a la proporcionalidad estricta. 
En el extremo, por supuesto, se encontraría, la situación de Israel en que el 
colegio electoral único tiene una magnitud de distrito 120.

Apliquemos lo que se ha señalado sobre Magnitudes de Distritos a la es-
tructura concreta de varios sistemas electorales proporcionales que se fundan 
en distritos plurinominales. Para estos efectos, iremos desde una menor hos-
pitalidad con las fuerzas minoritarias a una mayor apertura para las mismas,  
atendiendo al % del total de escaños parlamentarios que se eligen por distri-
tos con magnitud igual o superior a 7.

Cámara de Diputados, Chile (1990-2015)	  		      0% 
Cámara de Diputados, Chile (1973)				      42%
Cortes de Diputados, España (2015)		           		    58%
Cámara de Diputados, Argentina (2015)			     76%
Asamblea de la República, Portugal (2015)			     77%
Congreso de Diputados, Brasil (2015)			   100% 

Al momento de concluir esta breve mirada al tema de los sistemas elec-
torales, conviene destacar que, sobre este asunto, la teoría democrática es re-
lativamente agnóstica. No existe, en efecto, una fórmula concreta que pueda 
reclamar para sí la cualidad de encarnar en plenitud los valores y principios 
del autogobierno. Por el contrario, sistemas muy distintos, mayoritarios unos, 
proporcionales otros, pueden, todos ellos, -legítimamente-, presentarse como 
alternativas igualmente democráticas.

No existe, por tanto, un tipo de sistema electoral que sea absolutamente 
mejor que los otros10. Cada comunidad política debe asumir la tarea de iden-
tificar el que más le sirva.

10	 En palabras de Dieter Nohlen: “No hay un sistema electoral ideal o best system. De modo que no se 
trata de sustituir un sistema que opera en la realidad política, al cual se atribuyen todas sus sentidas o 
supuestas maldades, por otro teóricamente ideal, del cual se espera la realización de todas las imagi-
nadas bondades que en la política se ofrecen al ser humano. Es importante primero diferenciar entre 
el mundo teórico y el empírico, y segundo considerar reformas institucionales en términos relativos. 
Lo que realmente pasa en procesos de reforma electoral es sustituir una solución institucional con 
efectos cuestionables por otra con efectos a lo mejor menos cuestionables, sustituir sistemas que son 
más expuestos a la crítica y más costosos en cuanto a valores (por ejemplo, legitimidad) por otros que 
lo son menos”, Nohlen, Dieter, “La reforma del sistema binominal desde una perspectiva comparada”, 
en Revista de Ciencia Política, Volumen 26, N° 1, 2006, pp. 191-202.
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Lo señalado permite entender el hecho que mientras para el Reino Unido 
el mejor sistema sería el muy mayoritario uninominal, para los alemanes el 
mejor sistema sea el proporcional, con representación mixta y umbral del 5%.  
Se equivocaría profundamente, y perdería el tiempo, el británico que tratara, 
con sesudos argumentos teóricos, de convencer al alemán de cambiarse. Lo 
mismo al revés.

La clave, por supuesto, es que el mecanismo electoral, fuere el que fuere, 
sea considerado bueno y conveniente por los ciudadanos. En este sentido, no 
cabe sino aplaudir la sensatez de aquellos pueblos y gobiernos que, cada cier-
to tiempo, se avienen a revisar críticamente sus instituciones electorales11. Del 
mismo modo que resulta ridículo cambiar por un simple afán exploratorio, 
que un grupo minoritario que se ha visto favorecido por un sistema electoral 
se aferre obstinadamente a una fórmula que suscita el rechazo de la mayoría, 
no puede sino ir debilitando gravemente la legitimidad de las instituciones.

He reconocido que en materia de sistemas electorales todo es bastante 
relativo. Hay un punto, sin embargo, en que los ideales normativos de la de-
mocracia, y de la justicia, si le pueden, y le deben, formular exigencias a los 
sistemas electorales. A todos, y a cualquiera de ellos. Me refiero al respeto al 
derecho de todo ciudadano a tener un peso razonablemente equivalente en 
la elección de los representantes en la Cámara política. En este sentido nunca 
serán aceptables, y violan el principio constitucional de igualdad, los arreglos 
institucionales que permiten o favorecen la sub-representación de grupos en-
teros de personas (el caso de las mujeres en Chile), las fórmulas que, sin 
existir causa razonable, otorgan más peso en el Parlamento a quienes viven 
en un lugar determinado (malapportionment) o los dibujos de distritos que se 
construyen con el objeto de favorecer la representación de un determinado 
bando político (gerrymandering).

Si el debate entre sistemas electorales es una cuestión siempre opinable, 
abierta a consideraciones prudenciales y que debe ser resuelta democrática-
mente, el respeto al igual derecho a la representación es una materia de prin-
cipios.

11	 El Reino Unido viene utilizando el sistema mayoritario desde que la Cámara de Comunes se integra 
por elecciones. No obstante, siempre ha existido, tanto a nivel de la política como en la academia, una 
corriente de opinión crítica a tal fórmula. Pues bien, fue el gobierno conservador de David Cameron 
el que permitió que los propios ciudadanos resolvieran este asunto vía Referéndum, pudiendo escoger 
entre conservar el First past the Post y una variante proporcional. El resultado de la votación, celebrada 
el 5 de Mayo de 2011, y que arrojó un sorprendente 67.9% por mantener el mayoritario, no zanjó, por 
supuesto, el debate intelectual sobre las ventajas y desventajas de uno y otro sistema, pero sí tuvo el 
efecto de validar democráticamente la fórmula en uso. 
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3. Los sistemas electorales en la historia de Chile

La discusión abstracta sobre las condiciones en que puede o debe ejercerse 
el sufragio admite, como se ha visto, muchas posiciones. Existen, en efecto, 
distintas formas de aterrizar institucionalmente los principios de la demo-
cracia. Por ello, no puede sorprender que en materia de sistemas electorales 
el derecho comparado ofrezca un abanico de opciones. Siendo evidente que 
es mucho lo que puede aprenderse observando lo que ocurre en otras lati-
tudes, me parece que el parámetro principal para juzgar la conveniencia de 
un proyecto sobre esta materia ha de construirse en, y desde, nuestra propia 
tradición constitucional y política.

Es por lo señalado, que me ha parecido útil recordar  –brevemente– cuál 
ha sido, a este respecto, la evolución histórica nacional. Esa mirada retros-
pectiva tiene la virtud de mostrar muy claramente la forma en que nuestras 
sucesivas Cartas Fundamentales, y la legislación complementaria, fueron, 
por una parte, ampliando el universo de connacionales a quienes se les re-
conoce el derecho a integrar el cuerpo electoral y, por la otra, van perfeccio-
nando las reglas e instituciones que garantizan que la expresión electoral 
del pueblo se manifieste en forma pacífica, limpia, auténticamente libre e 
informada.

3.1. Los sistemas electorales en la historia larga de la tradición republicana 
chilena
Desde muy temprano, Chile ha buscado darle un peso equivalente al sufragio 
de los ciudadanos, independientemente del lugar que habiten.

El Acta de la Primera Junta de Gobierno, convocando al Primer Congreso 
Nacional, de 18 de Diciembre de 1810, expresa:

“El Congreso es un cuerpo representante de todos los habitantes de este reino 
y, para que esta representación sea la más perfecta posible, elegirán Diputa-
dos los veinticinco partidos en que se halla dividido. El número de diputados 
de cada distrito debe ser a su población y, siendo próximamente igual la 
de todos, elegirá y nombrará cada uno el número de representantes que ex-
presa la razón siguiente: Valdivia, uno; Osorno, uno; Concepción, tres; Los 
Angeles, uno; Rere, uno; Rancagua, uno; Melipilla, uno; Valparaíso, uno; 
Quillota, uno; Santiago, seis; Chillán, dos; Linares, uno; Cauquenes, uno; 
Talca, dos, Curicó, uno, San Fernando, dos; Los Andes, uno; Aconcagua, 
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uno; Petorca, uno; Cuzcuz, uno; Coquimbo, dos; Huasco, uno; Puchacay, 
uno; Itata, uno; Copiapo, uno.
Será electo Diputado el que saque mayor número de votos… En las ciudades 
y partidos en que se haya de elegir más de un Diputado, verificada la elección 
del primero, se procederá, en igual forma, a la del segundo y demás…”

El reglamento Constitucional de 1812, por su parte, establece en su artículo 
artículo 7° que “Habrá un Senado compuesto de siete individuos… Se reno-
vará cada tres años… Serán reelegibles”. Más adelante, el mismo documento 
constitucional añade: “El Senado será representativo; correspondiendo dos a 
cada una de las provincias de Concepción y Coquimbo, y tres a la de Santiago” 
(artículo 10).

Incluso una Carta Fundamental con un compromiso democrático tibio, 
como la Constitución de 1833, se preocupó de establecer que el número de 
representantes en la Cámara de Diputados debía ser correlativo al número de 
ciudadanos que se representan12.

En la medida que el autoritarismo del régimen pelucón iba dando paso, 
no sin grandes luchas, a un régimen más liberal y proto-democrático, nuestra 
institucionalidad adoptaba en 1874 el voto acumulativo para la elección de los 
diputados. Esta fórmula, que elimina el método de lista completa, le reconoce 
al elector tantos votos como cargos por llenar, pudiendo distribuirlos o acu-
mularlos. El efecto buscado, y logrado, fue permitir que fuerzas políticas mi-
noritarias pudieran asegurarse presencia en la Cámara de Diputados. La Ley 
de elecciones de 1912, sin perjuicio de introducir otros perfeccionamientos, 
mantuvo el voto acumulativo.

La Carta Política de 1925 elevó la idea de proporcionalidad a la calidad de 
principio constitucional (“Art. 25.- En las elecciones de Diputados y Senado-
res se empleará un procedimiento que dé por resultado en la práctica una 
efectiva proporcionalidad en la representación de las opiniones y los partidos 
políticos”). Meses después, una nueva ley electoral introdujo en nuestro país 
el sistema de cifra repartidora, popularizado en Bélgica por d´Hont.

12	 Art. 18.- La Cámara de Diputados se compone de miembros elegidos por los departamentos en vota-
ción directa y en la forma que determinare la ley de elecciones.

	 Art. 19.- Se elegirá un diputado por cada veinte mil almas, y por una fracción que no baje de diez mil 
(doce mil, en 1874)

	 Fue bajo los parámetros indicados que el número total de parlamentarios y su distribución fue varian-
do a lo largo del tiempo. De este modo, si en 1834 el número total de diputados era de 57, en 1867 ese 
número aumentó a 96. Paralelamente, la representación parlamentaria de Santiago pasaba de 7 a 8 
diputados.
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El sistema de voto acumulativo, primero, y el sistema de cifra repartido-
ra, después de 1925, permitieron la expresión de 5 o 6 corrientes políticas 
relevantes, con un ligero premio para las más fuertes y con la posibilidad de 
ingreso al sistema de partidos emergentes (ej. La Falange Nacional).

No hay duda de que estas opciones institucionales contribuyeron a ase-
gurar la presencia, y consolidación de varias subculturas políticas, fenómeno 
que ha caracterizado la cultura política nacional.

3.2. El (largo) paréntesis del binominal
La publicación en el Diario Oficial de la ley N° 20.840 señala el fin de 26 
años de aplicación del sistema binominal. No obstante, me parece que sigue 
siendo útil volver a insistir en el análisis de dicha fórmula. Entre otras cosas, 
por cuanto la aprobación del nuevo sistema proporcional moderado se apoya 
en una crítica fundada a los defectos del binominalismo. En la misma medida 
que el binominal fue objeto de defensas razonadas, resulta conveniente volver 
a sintetizar la esencia de la polémica13. Ese es el objeto de este acápite14.

Algunos defensores del binominalismo insistieron en los efectos políticos po-
sitivos que éste habría tenido. Se arguye, entonces, que esta fórmula habría con-
tribuido a fortalecer dos grandes coaliciones relativamente estables, una oferta 
política fundamentalmente moderada y condiciones adecuadas para los acuerdos.

Nuestra convicción es que las circunstancias anotadas responden no a una, 
sino a múltiples causas. No negamos, entonces, que el sistema electoral haya 
sido uno de tales factores. Creemos, sin embargo, que los avances políticos y 
sociales de las últimas décadas se deben mucho más a la madurez cívica del 
pueblo chileno, a la capacidad de los Presidentes Aylwin, Frei, Lagos, Piñera y 
Bachelet y, por qué no decirlo, al patriotismo de los dirigentes de los partidos 
políticos. Y si en algún momento las ataduras del sistema binominal reforza-
ron actitudes responsables, esos “beneficios” resultan contrarrestrados por 
los muchísimos costos en legitimidad y eficacia que genera un mecanismo 
que frustra la participación ciudadana.

13	 Véanse, entre otros: Guzmán, Eugenio, “Reflexiones sobre el sistema binominal”, en Estudios Públi-
cos, 51, Invierno de 1993, pp. 303-324. Bellolio, Alvaro y Ramirez, Jorge, Sistema Binominal y Moder-
nización electoral: Evaluación y lineamientos de Reforma, (Libertad y Desarrollo), 2012 y Von Baer, Ena, 
“Sistema Binominal: Consensos y Disensos”, en Reforma del Sistema Electoral chileno, PNUD, Cieplan, 
Libertad y Desarrollo, CEP, Proyectamerica, 2009, pp. 177-206.

14	 Las líneas que siguen recogen reflexiones y argumentos de mi autoría publicadas en columnas de 
opinión, artículos e informes. En algunos casos se recuperan elementos de juicio, también de mí re-
dacción, que se incorporaron, en su momento, en las Exposiciones de Motivos de sucesivas Mociones 
y Mensajes legislativos en materia de reforma electoral.
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Así como no podemos sino reconocer que existen personas que se han 
convencido de buena fe de las bondades del sistema binominal, tenemos cla-
ro, en todo caso, que el apoyo firme, decidido e invariable que un sector del 
espectro político le brindó al binominal, más que provenir del terreno de las 
ideas, derivaba más bien del cálculo político interesado.

Esto no debe sorprender, pues la génesis del Binominal está marcada  
–precisamente– por las necesidades de un determinado sector de la política 
chilena.

Veamos.
En 1984, tres años después de la entrada en vigencia de la actual Constitu-

ción, el gobierno del General Pinochet designó una Comisión de especialistas 
encargada de elaborar la legislación complementaria de carácter político. Des-
de que la Comisión inició su trabajo, pudo advertirse que uno de los temas 
más polémicos y delicados era la definición de la forma en que habrían de ser 
elegidos los 120 miembros de la Cámara de Diputados.

Varios de los comisionados eran partidarios de instaurar un sistema mayo-
ritario sobre la base de distritos uninominales (a la inglesa o norteamericana). 
Una fórmula como esa calzaría, en efecto, con una filosofía constitucional que 
coloca especial énfasis en los fines de la estabilidad y la exclusión de las mi-
norías más radicales. Agréguese, y esto ya es una especulación, que al adop-
tarse un sistema mayoritario se colocaba en una situación muy incómoda a 
la oposición de entonces pues, a falta de pactos electorales, se produciría una 
natural división de los votos de la DC y la ex UP. A menos, claro está que todos 
ellos formaran un partido único, con el consiguiente efecto de regalar votos 
centristas a la derecha (el recuerdo de las luchas entre la DC y el gobierno del 
Presidente Allende todavía estaba fresco).

Ricardo Gamboa ha rastreado la génesis del sistema binominal, destacan-
do el papel jugado por Arturo Marín15. Parece bastante claro que en la idea 
primigenia, el binominalismo iría de la mano con una prohibición de los pac-
tos electorales. La contingencia, sin embargo, pudo más que las teorías. En 
efecto, nos parece que la única forma de entender que la dictadura haya termi-
nado por aceptar los pactos electorales –contra los cuales los iuspublicistas del 
régimen habían formulado en la década anterior duros reproches– es a partir 
del hecho que a fines de 1987 terminó por frustrarse el sueño de un gran par-
tido de la derecha. Así, la violenta ruptura entre quienes habían concurrido 

15	 Gamboa, Ricardo, “El establecimiento del sistema binominal”, en Huneeus, Carlos (ed.), La Reforma 
Electoral. Ideas para un debate, (Fundación Konrad Adenauer, Catalonia), 2006, pp. 45-74.
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a formar originalmente Renovación Nacional (Sergio Onofre Jarpa, Andrés 
Allamand y Jaime Guzmán) obligó a los juristas de derecha a contemplar en 
la ley la posibilidad de pactos. De no haberse adoptado esa providencia, la 
entonces pequeña UDI (9%) hubiera quedado sin representación parlamen-
taria.

Aceptados los pactos, el binominalismo perdería algunas de sus propieda-
des. En todo caso, y hacia fines de 1987, y después de ponderar varias fórmulas 
alternativas, la Comisión de Estudios optó por proponer la creación de sesenta 
distritos electorales que eligen dos diputados cada uno. Con posterioridad al 
Plebiscito presidencial de Octubre de 1988, sin embargo, el gobierno decidió 
modificar el trazado específico de los sesenta distritos propuesto previamente 
por la Comisión asesora. En un ejercicio que no puede ser considerado ino-
cente, el nuevo distritaje “castigó” a aquellas zonas en que había triunfado el 
NO (se le restaron 10 diputados a las Regiones Metropolitana y del Bío Bío), 
“premiando” las localidades en que el SI había tenido un buen resultado (así,  
las Regiones Primera, Tercera, Cuarta, Sexta y Novena fueron bonificadas con 
diez parlamentarios adicionales).

El antecedente recordado confirma nuestra convicción en el sentido que 
el sistema binominal fue un esquema pensado y diseñado para favorecer a 
los amigos políticos de quienes detentaban, entonces, un poder político sin 
límites.

Las críticas no se dejaron esperar. No podía dejar de llamar la atención que 
se hubiera escogido un mecanismo que, salvo el caso de Irak, no reconoce 
ningún otro paralelo o antecedente en el derecho comparado.

Respecto a la configuración de los distritos electorales y a su carácter bino-
minal, un grupo de profesores de Derecho Público solicitó al Tribunal Consti-
tucional la declaración de inconstitucionalidad de las normas respectivas por 
cuanto éstas atentarían contra los principios de representatividad democrática 
e igualdad en la participación.

El escrito en cuestión fue presentado por los profesores Carlos Andrade, 
Francisco Cumplido, Humberto Nogueira, Jorge Precht, Germán Urzúa y 
Mario Verdugo. En la presentación, estos profesores afirmaron que para los 
efectos de diseñar los distritos electorales, el legislador se encuentra sujeto a 
las normas constitucionales que establecen la igualdad de oportunidades para 
participar en la vida nacional (Artículo 1), el carácter democrático de la Repú-
blica Chilena (artículo 4), la igualdad del sufragio (artículo 15) y la igualdad en 
y ante la ley (artículo 19 números 1 y 2).
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De ello, el “Téngase Presente” desprende que: “Es por lo tanto imprescin-
dible para cumplir con el mandato constitucional no sólo que cada ciudadano 
disponga de un sufragio de igual valor al de cualquier otro ciudadano, sino 
que, a la par, cada sufragio tenga la misma posibilidad de ganar o tener éxito, 
es decir, que tenga un poder igualitario en el resultado, o igualdad de oportu-
nidades para decidir quienes son las autoridades elegidas”.

La presentación incluyó un anexo estadístico en que se mostraban las 
“muy significativas diferencias poblacionales por distrito electoral”. En base a 
tal análisis estadístico el escrito destaca los casos de desproporción más nota-
bles: “...si asignamos valor 1 al distrito con menor población (distrito 59) a la 
población del distrito 18 (Comunas de Cerro Navia, Quinta Normal y Lo Pra-
do) le correspondería un valor 5,58 y ambos distritos eligen, sin embargo, los 
mismos 2 diputados. Si se entiende que para los efectos estadísticos el distrito 
59 (Comunas de Coyhaique, Aysén, General Carrera y General Prat) es atípi-
co, podemos tomar como distrito de menor población el distrito 15 (Provincia 
de San Antonio y Comuna de Casablanca) y asignarle valor 1, en cuyo caso a la 
población del distrito 18 le correspondería un valor de 3.43, eligiendo ambos 
2 diputados cada uno”.

A juicio del “Téngase Presente”, tal desproporción rebasa, con mucho, los 
límites que razonablemente pueden ser tolerados. Agrega el libelo: “Si toma-
mos países con sistemas mayoritarios y examinamos la jurisprudencia de los 
órganos de control de Constitucionalidad, encontramos en ellos una constan-
te repulsa por inconstitucionalidad de las diferencias distritales de tal enver-
gadura. Mientras en el sistema propuesto la diferencia promedio de población 
de los distritos electorales es de 49,1% en el proyecto de ley en estudio, en 
Francia sólo se tolera el 20% y en Alemania el 30% (1 a 1.2 en Francia; 1 a 1.3 
en Alemania). De aplicarse el criterio del Tribunal de Karlsruhe al caso chile-
no en estudio, 40 de los 60 distritos serían declarados inconstitucionales por 
no igualitarios y de aplicarse el criterio francés 49 sobre 60 distritos (más del 
80% de los distritos) también lo serían”.

Desgraciadamente, el Tribunal Constitucional de entonces no se hizo car-
go de estas muy razonables objeciones. Transcurridos 25 años desde la con-
figuración inicial de los distritos, el distinto desarrollo demográfico ha en-
sanchado aún más la distorsión, volviéndola, en muchos casos, francamente 
escandalosa. Piénsese, por ejemplo, en el caso de los 850.000 habitantes de 
Maipú o los 730.000 habitantes de Puente Alto que deben resignarse a una 
representación equivalente a la de 150.000 compatriotas de otras localidades. 
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La disparidad anotada no tiene nada que ver con vocaciones descentrali-
zadoras. Las democracias interesadas en potenciar el desarrollo de las peri-
ferias o las zonas extremas acuden a la profundización de la regionalización 
(llegando incluso al federalismo) o contemplan un Senado de representación 
territorial (donde la población no es un factor). Lo que no se hace en ninguna 
democracia es desvirtuar el peso de la representación ciudadana en la Cámara 
Política.

Los problemas del binominal, en todo caso, estaban muy lejos de circuns-
cribirse a sus conflictos de origen. Mucho más importante, pienso yo, es dete-
nerse en el examen de sus efectos.

Los efectos del sistema electoral binominal son muy importantes y, la 
mayoría, negativos. Nótese bien. No estoy diciendo que el único problema 
de nuestra democracia representativa sea el binominal. Ni siquiera que sea 
el más importante. Ni que solo produzca efectos negativos. No pertenezco, 
entonces, al grupo de aquellos que podrían querer exagerar los efectos per-
versos del binominalismo, y  que parecen pensar que el sistema binomi-
nal es una verdadera bestia negra a la cual podríamos culpar de todos los 
problemas, debilidades o fracasos para los cuales no tenemos una buena 
explicación.

En mi opinión, por lo tanto, la reforma del sistema electoral era necesaria, 
pero no suficiente. Por lo mismo, no tengo problemas en reconocer que si la 
reforma política en Chile se limitara únicamente a la sustitución del sistema 
binominal, nuestra democracia seguiría presentando problemas importantes. 
En esta línea, resulta útil considerar que son muchos los países en que, no 
existiendo nada parecido al sistema binominal, se presentan, sin embargo,   
serios problemas de legitimidad política.

Veamos, una vez más, cuáles fueron esos efectos negativos del sistema 
binominal.

Existe, en primer lugar, un problema de representatividad. El sistema cas-
tiga severamente, en efecto, a fuerzas políticas que teniendo un 5%, 10% o 
15% de los votos, no tienen interés en pactar, o que, teniéndolo, no encuentran 
socio disponible. Esto explica, por lo demás, entre 1989 y 2005, la situación 
del Partido Comunista chileno. El sistema, además, otorga un premio impor-
tante a la segunda fuerza política, cualquiera sea esta, a la cual le basta con no 
perder por mucho para obtener un resultado no muy distinto del que logra 
la primera fuerza (este ha sido, por supuesto, el “gran negocio” de la derecha 
desde 1990 en adelante).
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Hay que reconocer, por supuesto, que lo que venimos diciendo se expresa 
con más claridad en el Senado que en la Cámara de Diputados. La razón es 
simple. En la misma medida en que se multiplican las unidades territoriales 
y, por lo tanto, son más pequeñas, aumenta la probabilidad de que las ma-
yorías nacionales encuentren correlato en la asignación de escaños. Así, un 
binominal con 1, 2, 3 o 4 distritos le garantiza la mitad de los asientos, si o si, 
a una fuerza del 33%. En cambio, un binominal con 50, 60 o 70 distritos, le 
ofrece oportunidades a la mayoría para lograr “doblajes” en cinco o seis luga-
res, lo cual se traduce en una cierta proporcionalidad.

Los defensores del binominal se apuran en presentar estudios estadísticos 
que probarían, en los hechos, que dicho mecanismo no habría sido tan dis-
torsionador como lo pretenden sus  críticos. En este punto, parece importante 
plantear un alcance.

Hay que tomar en cuenta el grado en que las negociaciones dentro de 
los pactos han contribuido a compensar los efectos del binominal. Estoy refi-
riéndome a las omisiones, los pactos instrumentales y los blindajes; técnicas 
que, en la práctica, le han permitido a los negociadores de los distintos par-
tidos amortiguar las consecuencias del binominal sobre los partidos chicos 
y a conseguir cierta proporcionalidad. El punto importante es que toda esta 
“creatividad” negociadora no ha dejado de tener un efecto negativo sobre la 
competencia, la transparencia y el peso efectivo del ciudadano. Más aún, me 
parece bastante claro que si ellas podían ser aceptadas por las personas en el 
clima político de la inmediata post-transición; hoy vivimos una época muy 
distinta en la que, gracias a Dios, los ciudadanos no están dispuestos a que su 
poder se vea expropiado por un puñado de negociadores capitalinos.

La falta de competencia es, por supuesto, el segundo gran problema del 
sistema binominal. Existen, incluso, casos extremos en que los pactos gran-
des han dejado casi sin posibilidad de opción a los ciudadanos (como cuando 
llevan un solo candidato en una circunscripción). Pero no solo en esos casos 
límite se pierde la competitividad. En la medida que, con el binominal, la 
verdadera confrontación se produce entre los compañeros de pacto (pues pro-
bablemente solo uno de ellos puede elegirse), aumentan los incentivos para 
que los parlamentarios incumbentes logren blindarse por la vía de negociar 
que los partidos “socios” no lleven candidatos fuertes en su distrito o circuns-
cripción.

El binominal no solo limita la competencia. También tiene un impacto ne-
gativo sobre la participación de mujeres. Conozco un trabajo de Comunidad 



80

Mujer, elaborado por Marcela Ríos, que prueba, con elementos abundantes 
y concluyentes del derecho comparado, que los sistemas proporcionales son 
más amigables con el avance de la representación femenina. Se prueba, en 
concreto, que la existencia de distritos con Alta Magnitud (más de siete esca-
ños) es un factor que favorece  ese desarrollo.

El análisis histórico verifica la tesis indicada. Cuando se analiza cuáles 
son los distritos que eligieron a las 41 mujeres que obtuvieron escaño en 
la Cámara de Diputados chilena entre 1953 y 1973, se comprueba que 40 
de las 41 victorias de mujeres se producen en distritos que eligen más de 
cinco diputados. Por el contrario, si se observa lo ocurrido en los distritos 
que elegían 1, 2 o 3 diputados, se aprecia que en esos nunca se eligió una 
mujer.

En el caso de la Cámara de Diputados, las falencias del binominal se ven 
agravadas porque los distritos se fundan  en un diseño territorial que, defi-
nido por la dictadura en 1989, niega la igualdad de voto, subrepresentando a 
los ciudadanos de los centros urbanos de Santiago, Concepción, Valparaíso y 
Viña del Mar. Este último efecto, hay que decirlo, no responde a ningún áni-
mo descentralizador, sino que resulta del afán de castigar la representación de 
las zonas en que la votación del NO fue más fuerte.

La única manera real de corregir estas falencias es introduciendo un siste-
ma electoral en que los ciudadanos elijamos a nuestros representantes sobre 
la base de distritos que elijan, en promedio, cuatro parlamentarios. Los distri-
tos plurinominales mejoran las posibilidades de las terceras y cuartas fuerzas, 
aumentan automáticamente las alternativas y vuelven más probable que la 
fuerza con mayor votación tenga también mayoría de escaños.

En lo que respecta al propósito de avanzar hacia la igualdad del voto, 
la única solución era, efectivamente, agregar unos 30 diputados más. Mi 
impresión es que los que insistían en mantener el número de 120 diputa-
dos no deseaban, realmente, corregir el esquema de voto desigual actual 
(porque, en el fondo, no creen en la democracia). No pienso que se les esca-
para que el ejercicio suma cero consistente en corregir la infrarrepresenta-
ción de algunas localidades (Puente Alto o Talcahuano) con los mismos 120 
parlamentarios, esto es, quitándole diputados a las zonas menos pobladas 
(Aysén, Linares o Villarrica) es impracticable, no solo por la reticencia de 
los incumbentes cuyos escaños desaparecerían, sino que, además, por la 
natural resistencia de las comunidades que sufrirían una merma en su re-
presentación.
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4. Sobre reformas electorales

Cambiar los sistemas electorales no es fácil. Hacerlo en democracia, por 
su parte, es doblemente difícil. Realizarlo en términos de que el nuevo 
sistema ofrezca garantías a todos los sectores políticos, es una verdadera 
rareza.

4.1. Reformas electorales en general
Esbozando una tipología simple uno podría decir que existen cuatro tipos de 
reformas electorales.

Están aquellas en que el sector que tiene el poder de hacer la reforma “a 
su pinta” (sea que se trate de una dictadura o de una mayoría parlamentaria 
abrumadora) procede, efectivamente, a hacer aprobar un sistema que mejora, 
por secretaría, sus posibilidades de ganar aún por más. Esto fue, por supues-
to, lo que hizo la derecha en 1989, cuando aprovechando el brazo armado de 
la dictadura de Pinochet, impuso un sistema a su medida.

Muy relacionada con la anterior es la reforma que se hace para perjudi-
car deliberadamente a un cierto sector que, en razón del espacio que ocupa 
en el espectro político, de su aislamiento o por la forma en que están dis-
tribuidos territorialmente sus apoyos, resultaría ser especialmente afecta-
do por un determinado sistema. Fue lo que hizo el gaullismo francés en 
1958, al poner fin al régimen proporcional que, entre otras cosas, le había 
permitido al PC galo, durante toda la IV República, traducir en un cuarto 
de la Asamblea Nacional su 25% de los votos. El sistema mayoritario adop-
tado significó que, con los mismos votos, el PC pasó a tener apenas un 
10% de la Asamblea.

Luego, están aquellas otras reformas electorales donde grupos que han 
sido mayoritarios durante un tiempo, advierten que han perdido el favor del 
pueblo en términos tales que arriesgan una merma considerable de su repre-
sentación en los próximos comicios. Entonces, ni cortos ni perezosos, proce-
den a sustituir el mecanismo vigente por uno que amortigua la caída. Fue lo 
que hizo el PS francés en 1985 cuando, previendo un castigo ciudadano para 
las elecciones de 1986, procedió a reinstaurar el proporcional.

Llegamos, finalmente, a las reformas electorales que, adoptadas en de-
mocracia y con apoyos transversales, no se hacen pensando en la próxima 
elección sino que en profundizar la legitimidad democrática de la institución 
parlamentaria.
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4.2. La génesis de la reforma de 2015
Hemos sostenido, en líneas anteriores, que no existe un único sistema elec-
toral que sea siempre, en todo lugar y a todo evento, el mejor sistema. Lo que  
puede afirmarse, sin embargo, es que para el aquí y el ahora, sí existen siste-
mas mejores y sistemas peores y esto dependerá de la  aptitud de cada sistema 
para hacerse cargo de cuatro variables bastante contingentes: dar cauce a la 
tradición política de la comunidad de que se trate; armonizar con el resto del 
régimen institucional, responder a las necesidades sociales y ser percibido 
como legitimo por la comunidad16.

Para su fortuna, Chile ha sido capaz de llevar adelante no una, sino tres refor-
mas electorales que han considerado debidamente las cuatro variables anotadas.

La primera fue en 1874 cuando, fruto del acuerdo amplio de liberales y 
conservadores, se incorporó el voto acumulativo, garantizando a las minorías 
una presencia significativa en nuestra Cámara de Diputados. La segunda fue 
en 1925, al introducirse el sistema de cifra repartidora D’Hont, que permite 
una verdadera representación proporcional. La tercera es la que estamos co-
mentando.

Fue difícil. En efecto, han sido 20 los proyectos sobre esta materia, discu-
tidos en sede parlamentaria en las últimas dos décadas. Varios de ellos muy 
concretos. Puede ser útil, en este punto, recordar que buena parte de la difi-
cultad estribaba en que las normas que debían modificarse estaban blindadas 
constitucionalmente por un quórum muy alto (3/5 de los senadores y dipu-
tados en ejercicio). Era el propio binominal, por otra parte, en una especie 
de círculo institucional vicioso, el que, por su subsidio a la derecha, hacía 
imposible que las altas mayorías ciudadanas que votaban por el reformismo 
se tradujera en las suficientes mayorías institucionales. Súmese a lo anterior 
el hecho que hasta 2005 los parlamentarios enemigos de la reforma electoral 
contaban con el subsidio adicional de los senadores designados.

Nos parece útil recordar en este momento algunas de las iniciativas que, 
en esta materia, patrocinaron los distintos gobiernos de la Concertación.

16	 En palabras de Nohlen: “El mejor sistema electoral es el que se adapta mejor a los requisitos de lugar 
y tiempo. Esta tesis implica que el contexto político y sociocultural importa mucho a la hora de diseñar 
un sistema electoral, pues es el que decide de alguna manera si este va a rendir mejor en relación a los 
valores priorizados, cuya realización se espera. Como dice Robert A. Dahl (1996), la solución institu-
cional debe ser confeccionada (tailored). No se trata, pues, de escoger entre sistemas electorales, sino 
de diseñarlos. Esta tesis ya tiene consecuencias para una reforma electoral: favorece a sistemas electo-
rales que permiten un diseño específico, o sea, favorece a los sistemas combinados”. Nohlen, Dieter, 
“La reforma del sistema binominal desde una perspectiva comparada”, en Revista de Ciencia Política, 
Volumen 26, N° 1, 2006, pp. 191-202
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El primer proyecto lo presentó el Presidente Aylwin en Junio de 1992. Fue 
aprobado en la Cámara con los votos a favor de la Concertación y los votos en 
contra de la UDI y Renovación Nacional. En Enero de 1993, fue rechazado en 
el Senado por la mayoría que formaban, entonces, la derecha más los desig-
nados.

El Presidente Frei, por su parte, presentó un primer proyecto en 1994 que 
no llegó a votarse. En Octubre de 1995, su gobierno patrocina una segunda 
iniciativa que tenía, supuestamente, el apoyo de RN (incluyendo a los actuales 
Presidente de la República y Ministro de Defensa). Luego de su aprobación 
por la Cámara, sin embargo, fue rechazado en el Senado.

El Presidente Lagos insistió una y otra vez en la necesidad de reformar el 
binominal, tanto es así que en algún momento llegó a condicionar la aproba-
ción de otros muchos e importantes acuerdos a que se arribó en 2005 (sena-
dores designados, COSENA, TC), al cambio electoral. Al final, debió conten-
tarse con que esta regulación fuera excluida de la Carta Fundamental. En todo 
caso, el 20 de Diciembre de 2005, presentó, igual, un proyecto de reforma.

El 2006 la Presidenta Bachelet le pidió a Edgardo Boeninger presidir una 
Comisión que propusiera alternativas concretas. El grupo así lo hizo. Se creía 
que las promesas de campaña del candidato Sebastián Piñera y las ofertas de 
Renovación Nacional al Partido Comunista habían creado condiciones, final-
mente, para un acuerdo. No fue así.

Durante el gobierno de Sebastián Piñera se produjo una valiosa conver-
gencia entre sectores de centroizquierda y Renovación Nacional. Desgracia-
damente, el Mandatario no pudo, o no quiso, vencer la resistencia de la UDI, 
que mantenía una defensa a ultranza del binominal. La debilidad y falta de 
visión del Presidente Piñera impidió, entonces, que la reforma que hoy co-
mentamos se hubiera aprobado en 2011 o 2012.

Recién iniciado su segundo gobierno, la Presidenta Bachelet instruyó a su 
Ministro del Interior para que liderara un nuevo esfuerzo con el fin de susti-
tuir el binominal. Los buenos resultados alcanzados por la Nueva Mayoría en 
la elecciones parlamentarias de 2013, permitían pensar que los altos quórum 
requeridos para aprobar este cambio estaban, ahora sí, al alcance de la mano. 
Aprovechando toda la experiencia acumulada, y con la contribución funda-
mental del diputado Pepe Auth, el gobierno presentó un proyecto de reforma 
en Abril de 2014.

La habilidad política del Ministro Peñailillo, la coordinación legislativa de 
la Ministra Ximena Rincón, la disciplina de los partidos de la Nueva Mayoría y 
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la apertura de los parlamentarios de Amplitud, fueron algunos de los factores 
que explican que, en menos de un año, el proyecto se transformara, finalmen-
te, en Ley de la República.

5. La reforma electoral de 2015

5.1. Objetivos De La Ley
Seis son, a lo menos, los objetivos que inspiran el nuevo sistema electoral.

1. Reducir la desigualdad del voto
La diferencia de valor del voto en Chile según el lugar donde se emite es 
increíblemente alta y viola de manera flagrante el principio de igualdad del 
voto. No se puede emprender una reforma sin reducir significativamente esta 
desigualdad inaceptable en cualquier democracia.

Todo esfuerzo de igualación del valor del voto hace imprescindible incre-
mentar el número de diputados y senadores del país, para no verse obligados 
a la imposible tentativa de achicar la representación de algunos territorios 
escasamente poblados.

Chile tenía en 1973, una Cámara de 150 diputados y un Senado de 50, 
con mucho menos de la mitad de electores que hoy día. Con esos núme-
ros, el rediseño de distritos y circunscripciones permitiría reducir de manera 
muy significativa la desigualdad actual del valor del voto entre ciudadanos de 
distintos territorios. Es obvio que este objetivo es prioritario para la Cámara 
de Diputados, que representa personas, y algo menos para el Senado, pues 
también se representan allí los territorios. La propuesta considera, además, 
que los distritos correspondientes a zonas extremas en el norte y en el sur 
austral merecen un criterio especial de sobrerrepresentación, más allá de su 
población electoral, con el propósito de propugnar su mayor integración a la 
Nación chilena.

2. Permitir la representación de todas las corrientes políticas significativas 
La vía para posibilitar el ingreso de las corrientes más significativas de la so-
ciedad, es la de reducir el número de distritos y circunscripciones para que 
se elijan más escaños en cada uno de ellos. Sólo así podrán ingresar al Parla-
mento sectores minoritarios pero significativos de la sociedad, que sin duda 
merecen estar representados y permiten que la democracia se complete y 
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fortalezca con su participación. Tanto más escaños del total de diputados se 
elijan en distritos grandes, menor será la barrera de ingreso al parlamento y 
mayor será la inclusión.

3. Aumentar la competitividad e incertidumbre
Se busca que los electores recuperen totalmente la decisión respecto a quiénes 
serán sus representantes, para lo cual es indispensable que todas las forma-
ciones políticas puedan concursar con sus propios candidatos y que las gran-
des competencias internas en los partidos –y entre partidos– se resuelvan de 
cara a la ciudadanía en las mismas elecciones. Esto se soluciona definiendo 
distritos que elijan un número mayor de diputados, pero también permitien-
do que las listas electorales presenten más candidatos que los que se elijen en 
cada territorio electoral.

Con ello crecerán la competencia y la incertidumbre respecto de quiénes 
serán electos y la norma general será que siempre algún sector político resul-
tará ganador de la elección, condición indispensable para motivar la participa-
ción electoral, que, por ahora, sigue siendo voluntaria. 

4. Facilitar la expresión de la mayoría y la representación de las minorías
Con la conformación de un sistema de distritos y circunscripciones que eligen 
un mínimo de tres parlamentarios y en su mayoría cinco a ocho, se propende 
a que la ventaja de votos de un sector sobre otro se traduzca en ventaja equi-
valente en la representación parlamentaria. Al mismo tiempo, se asegura que 
en todos los territorios la minoría tenga también expresión parlamentaria.

5. Promover un Congreso que refleje la diversidad de la sociedad
Se requiere un sistema que aliente a los partidos y a los pactos a presentar a la 
ciudadanía planteles de candidatos que reflejen toda la diversidad de género, 
edad, origen étnico, social y cultural del país. Esto, junto con la representación 
de todas las corrientes políticas, es el mejor antídoto contra el distanciamiento 
ciudadano de la política, porque el Congreso recuperaría vigor como lugar de 
encuentro y debate de todos los puntos de vista y posiciones relevantes en la 
sociedad.

Distritos que elijan más diputados y listas que puedan presentar más candi-
datos, permitirían aplicar una ley de cuotas que obligue a las listas a presentar 
elencos de candidatos con la proporción de mujeres que se determine necesaria 
para cambiar la desigual representación de género que tiene hoy el Congreso.



86

6. Evitar que queden fuera candidatos con grandes votaciones
Uno de los defectos más visibles del binominal es que candidatos con altas 
votaciones (sobre 20 o 25%) pueden quedar fuera del Congreso, provocando 
gran frustración de sus electores. En distritos que mayoritariamente eligen 
5 o más escaños esto pasa a ser imposible y queda como probabilidad ex-
cepcional sólo en un pequeño número de distritos que elige 3 o 4 escaños.

5.2. Contenidos de la propuesta de reforma electoral
La ley se inscribe en el contexto de la tradición republicana chilena de la que 
hemos hablado en este artículo. Así, cada una de las Cámaras responderá, 
principalmente, a un principio de representación particular. En el caso del 
Senado, el criterio básico es el equilibrio entre los distintos territorios. Tratán-
dose de la Cámara de Diputados, el principio rector debe ser la igualdad en el 
voto de todos los chilenos.

Como se verá, no se trata, sin embargo, de principios que se apliquen de 
modo absoluto. De esta manera, el criterio del equilibrio territorial no obsta a 
que en el Senado se consulte –de manera complementaria– una mayor repre-
sentación relativa para las zonas más pobladas. Por otra parte, en cuanto a la 
Cámara de Diputados, el proyecto propone conciliar el principio de igualdad 
de voto con el propósito de no castigar en demasía la representación política 
de las zonas extremas del territorio.

En cuanto al Senado, la reforma establece que la Cámara Alta estará inte-
grada por 50 miembros y cada región pasa a ser una sola circunscripción. 5 
regiones mantienen el número actual de 2 senadores a elegir, mientras las 
otras 10 lo aumentan, reduciéndose así la desmesurada desigualdad en el 
valor del voto según donde se emita, permitiendo que se exprese la mayoría y 
que, también, siempre esté representada la minoría.

En síntesis: 
(a) Se mantiene la elección de dos senadores en las regiones menos pobla-

das (Tarapacá, Atacama, Aysén y Magallanes, agregándose la circunscripción 
Arica-Parinacota, también con 2 senadores); las regiones de O’Higgins, Anto-
fagasta, Coquimbo. Los Ríos y Los Lagos pasan de 2 senadores a elegir 3 cada 
una; Valparaíso, Maule, Bío Bío, la Araucanía y la Región Metropolitana, que 
hoy día eligen 4, pasarían a elegir 5 senadores cada una.

(b) En cuanto a la Cámara de Diputados, se establece una Corporación in-
tegrada por 155 miembros. De estos 155, 151 se distribuyen en base a distritos 
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plurinominales que eligen un número variable de diputados que se determi-
na en atención al número de electores, propendiendo al mayor logro posible 
del principio de igualdad de voto, teniendo presente, sin embargo, las siguien-
tes restricciones estructurales que se explicitan para la cabal comprensión de 
la fórmula:

(i) La extensión territorial de los distritos no excederá los márgenes de 
una Región;
(ii) Los nuevos distritos se constituyen a partir de la agregación de dis-
tritos hoy existentes; 
(iii) La asignación del número de escaños no reducirá, al menos en 
términos absolutos, la representación que tienen hoy los distintos te-
rritorios. 

A los 151 diputados así distribuidos, se propone añadir 4 adicionales que se 
asignan, por razones geopolíticas y de integración nacional, a las 4 Regiones del 
país que constituyen las zonas extremas de nuestra República (norte y sur). Esta 
es una corrección que se asume expresamente. Dado que son, precisamente, 
las cuatro regiones con menor número de electores, una aplicación estricta de 
los criterios definidos más arriba acarreaba como resultado que quedarían con 
los mismos dos diputados que tienen hoy. Amén de las consideraciones geopo-
líticas, esta solución busca erradicar completamente la lógica que impone el 
binominalismo.

En suma, el nuevo sistema electoral considera un total de 28 distritos que 
eligen, entonces, entre 3 y 8 diputados cada uno. Debo indicar que la distribu-
ción promedio del número de escaños por distrito inscribe la fórmula apro-
bada  en el terreno de los sistemas proporcionales moderados o atenuados (el 
48% de los escaños se elige por distritos de magnitud igual o superior a siete, 
los que es marginalmente superior al sistema chileno pre-1973, 42%, pero 
bastante inferior a los porcentajes de los modelos actuales de Argentina, 76%,  
y Brasil, 100%; los que sí son proporcionales puros). Seguirán existiendo, 
por tanto, incentivos para los partidos políticos que se agrupen en grandes 
conglomerados y no debiera producirse una fragmentación excesiva en la re-
presentación política. 

5.3. Respuesta a algunas críticas
En las páginas que siguen me gustaría comentar algunas de las objeciones 
que se han levantado contra esta reforma.
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5.3.1. Objeción: El sistema electoral proporcional haría cortocircuito con el 
presidencialismo
Comentario: El presidencialismo ha sido un rasgo muy distintivo de nuestro 
desarrollo político como Nación. Existen, sin embargo, diversas visiones so-
bre su futuro. Algunos piensan que, más allá de sus rigideces, este régimen 
responde a nuestra cultura política y permite un Poder Ejecutivo eficaz. Otros 
piensan que es indispensable avanzar hacia formas semipresidenciales o par-
lamentarias.

Se trata de una discusión legítima y necesaria y nada de lo que decidamos 
sobre sistema electoral debiera cerrar o dificultar ese debate constitucional de 
fondo.

En el corto y mediano plazo, sin embargo, todo parece indicar que seguiremos 
teniendo algún tipo de presidencialismo (ojalá más atenuado, me atrevo a decir). 
Desde ese factor de contexto corresponde evaluar la pertinencia de transitar desde 
un sistema electoral binominal a un sistema proporcional moderado.

Hay personas que han planteado que existiría algún tipo de tensión estruc-
tural entre el sistema presidencial, por una parte, y el multipartidismo al que 
propenden los métodos proporcionales, por la otra. Según esta visión, enton-
ces, y en la medida que Chile conserve el presidencialismo, sería inconvenien-
te aprobar un sistema electoral proporcional. Adviértase, sin embargo, que 
uno de los principales proponentes de esta “dificultad”, Scott Mainwaring, 
reconocía expresamente que la realidad del sistema político chileno, entre 
1932 y 1970, constituía una clara excepción a su tesis17.

Nada de lo ocurrido en 1973 podría ser base para sostener que el sistema 
multipartidista liquidó nuestra democracia. Como se sabe, entre 1962 y 1973 
8 de las 10 repúblicas sudamericanas vivieron la experiencia de los Golpes 
Militares. Y si bien algunas de esas democracias que se derrumbaron tenían 
sistemas pluripartidistas como el de Chile (p.e. Perú) otros tenían un fuerte 
bipartidismo (Uruguay).

Aun cuando tengo claro que el sistema proporcional moderado no causó 
el quiebre democrático y que tampoco impidió que Chile viviera alrededor de  
tres décadas de gobernabilidad democrática estable, creo que el régimen elec-
toral anterior a 1973 presentaba problemas. Hace ya 30 años Genaro Arria-
gada advertía los peligros de lo que llamaba el “presidencialismo de doble 
minoría”, esto es, que las reglas de la Constitución de 1925 permitieran que se 

17	 Mainwaring, Scott: “Presidentialism, multiparty systems and democracy”, Kellog Institute, 
September 1990
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pudiera acceder a la Primera Magistratura con menos de un tercio de los votos 
populares y que se gobernara con minoría en el Congreso.

Si bien no podemos decir que este problema ha sido resuelto completa-
mente (puesto que en el presidencialismo la posibilidad de un gobernante mi-
noritario es una eventualidad imposible de excluir), no pueden desconocerse 
aquellos cambios de las últimas décadas que propenden, objetivamente, a la 
existencia de gobiernos estables de mayoría. Nos referimos a la segunda vuel-
ta presidencial, al acortamiento del mandato presidencial y a la simultaneidad 
entre elecciones de Presidente y Parlamento.

Recapitulando, me parece que la adopción de un sistema electoral propor-
cional moderado (que no producirá fragmentación excesiva del sistema de 
partidos) no colisiona con el sistema presidencial. Seguirán existiendo incen-
tivos para pactar coaliciones y para prestar apoyo leal a los Presidentes a los 
que se ha contribuido a elegir.

5.3.2. Objeción: Sería preferible adoptar algún tipo de sistema mayoritario o 
algo parecido al modelo alemán
Comentario: En el contexto de la tramitación del proyecto hubo, en efecto, 
voces que defendieron otras opciones de cambio. Destaco, especialmente, por 
su enorme seriedad, la interesante contribución que hizo al respecto el Centro 
de Estudios Públicos.

La propuesta del CEP contenía varios elementos positivos. Destaco, en pri-
mer lugar, el hecho de que la fórmula planteada asume la necesidad y legiti-
midad de reemplazar el sistema binominal que nos rige. Esta visión técnica 
de un Centro de Estudios históricamente ligado a la derecha liberal  viene a 
sumarse, entonces, a un diagnóstico crítico compartido transversalmente por 
el 90% de los especialistas. También quiero valorar el hecho que la fórmula 
del CEP no se ha acomplejado a la hora de asumir que un mejor Parlamento y 
una mejor política justifican ampliamente el esfuerzo –costo si se quiere–  de 
incorporar 30 diputados adicionales.

Desde un punto de vista técnico, la propuesta del CEP consiste en introdu-
cir dos tipos de diputados: 100 de ellos elegidos por distritos uninominales y 
50 elegidos en base a listas nacionales. Recoge, en ese sentido, el muy intere-
sante modelo mixto del Bundestag alemán. Hay que notar que ya hace un año 
el grupo Res Publica, instancia pluralista y de excelencia coordinada por Klaus 
Schmidt-Hebbel, había planteado un esquema muy similar (81 diputados na-
cionales y 81 diputados por distritos uninominales mayoritarios).
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Como ya señalamos, sería absurdo sostener que existe, a todo evento, para 
todo país y para toda época, un solo sistema que sea justo y conveniente. La 
clave es encontrar un arreglo que sea viable, socialmente legítimo, adecuado 
a las necesidades de expresión de la sociedad y funcional a la estabilidad. En 
esos terrenos, más que en el de la teoría, la propuesta del CEP presenta debi-
lidades importantes.

Tiendo a pensar que la relación entre ciudadano y representante es un va-
lor históricamente muy apreciado por el elector chileno. Nunca en toda nues-
tra historia electoral hemos tenido diputados designados directamente por los 
partidos (aunque criticamos al binominal y a nuestro sistema de reemplazo 
actual por ese defecto). No creo que sea esta la ocasión de hacerlo. No siendo 
un cambio necesario para garantizar gobernabilidad, pienso que va en contra 
de una fuerte demanda social contemporánea.

En cuanto a las bondades de los sistemas mayoritarios, creo que sería indis-
pensable que sus patrocinantes tomaran nota de los problemas serios que, a su 
respecto, se vienen advirtiendo tanto en Estados Unidos como en el Reino Unido.

5.3.3. Objeción: La nueva ley no representa ningún avance importante en ma-
teria de proporcionalidad.
Comentario: Tanto Andrés Tagle como el Instituto Libertad y Desarrollo rela-
tivizaron, en algún momento, el progreso en proporcionalidad. Lo hicieron en 
estudios profusamente comentados por la prensa.

Los dos estudios referidos se basan, en lo esencial, en un ejercicio analí-
tico consistente en calcular cuál habría sido la composición de las Cámaras 
legislativas si en elecciones chilenas del pasado reciente se hubiera aplicado, 
en vez del sistema binominal que nos rige, la fórmula nueva que propone la 
iniciativa del Ejecutivo.

No niego que cálculos como los efectuados por el señor Tagle y Libertad 
y Desarrollo pueden ser útiles. En lo concreto, y en la medida que ambos es-
tudios coinciden en que la representación que habría obtenido la derecha en 
2009 o en 2013 con las reglas de la reforma no es significativamente menor 
que la que obtuvo efectivamente con el binominal, los análisis citados vienen 
a confirmar que la propuesta del Ejecutivo (considerando diseño de distritos 
y distribución de escaños) no fue elaborado con el ánimo de favorecer a sus 
partidarios y de perjudicar a sus oponentes (al contrario, por supuesto, de lo 
ocurrido con el dibujo de distritos que hizo la dictadura en 1989). Habien-
do participado en la elaboración de la propuesta del gobierno, no tuve, debo 
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reconocer, ni el tiempo ni las destrezas computacionales elementales que se 
requieren para hacer simulaciones con votaciones históricas.  Agradezco, por 
lo mismo, al señor Tagle y a Libertad y Desarrollo por haber realizado proyec-
ciones “hacia atrás” que validan la imparcialidad y objetividad del proyecto del 
gobierno.

El problema de los análisis de Andrés Tagle y Libertad y Desarrollo, sin 
embargo, es que, a partir de las simulaciones indicadas, derivan un conjunto 
de conclusiones generales que parecieran tener por objeto la defensa del sis-
tema binominal y/o la descalificación del proyecto de reforma. Quizás la afir-
mación más llamativa es aquella que dice “la propuesta no contiene mejoras 
reales en cuanto proporcionalidad” (Tagle).

Con el mayor de los respetos quisiera decir que sostener que un sistema 
electoral en que la magnitud de los distritos (esto es, el número de escaños 
que se elige por unidad territorial) es igual a dos, como es lo propio del bino-
minal, tiene el mismo efecto de proporcionalidad que un sistema electoral en 
que se proponen magnitudes de distritos de entre 3 y 8 (con un promedio de 
5.5) es una tesis que se contradice con la lógica y la aritmética. ¿Cómo va a dar 
lo mismo para una fuerza política o candidato que tiene del orden del 15% o 
20% de los votos que el distrito por el cual postula elija 2 o 6 candidatos?

La peculiar conclusión que extraen Tagle y Libertad y Desarrollo de sus 
simulaciones desafía, además, todo el conocimiento acumulado por la ciencia 
política. No quiero aburrir al lector citando autores, pero al interesado lo invi-
taría a revisar desde los estudios clásicos de Duverger hace seis décadas, hasta 
los trabajos más recientes de Taagepera y Shugart (1989), Lijphart (1994) y 
Cox (1997). No se piense, por favor, que este consenso de la ciencia política es 
de carácter puramente teórico. Carey y Hix el 2008 hicieron un estudio empí-
rico con 618 elecciones en 81 países, en los últimos 60 años, y la conclusión 
es inequívoca: a mayor magnitud de distrito mayor proporcionalidad.

¿Por qué, entonces, las simulaciones históricas de que se sirven Tagle y 
Libertad y Desarrollo parecen negar esta realidad? La respuesta es tan obvia 
que da hasta un poco de vergüenza ajena tener que plantearla. En 2009 o en 
2013 las decisiones de los candidatos, partidos, coaliciones y de los electores  
estaban condicionadas absolutamente por la regla entonces vigente sobre re-
presentación. Y dado que las regla entonces vigente –el binominal– premiaba 
a las dos grandes fuerzas y castigaba a los partidos medianos, no nos puede 
sorprender que, existiendo actores racionales, haya habido una alta concentra-
ción de opciones viables y de votos en las dos grandes fuerzas. Lo que resulta 
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analíticamente defectuoso es tomar después esos resultados, como si fueran 
datos que caen del cielo –libres de todo condicionamiento–, y usarlos como 
base para ver qué habría pasado con un sistema proporcional. En este punto 
estoy acompañado, paradojalmente, por uno de los héroes de la Escuela de 
Chicago: me refiero a Robert Lucas Jr. (Premio Nobel de Economía) que hace 
ya 37 años formuló esta objeción contra las comparaciones “ingenuas”.

5.3.4. Objeción: La nueva ley constituye un traje a la medida de la Nueva Ma-
yoría
Comentario: De las cosas que se han dicho para criticar la adopción de la re-
forma electoral,  me detengo, ahora, en la acusación que imputa a la Nueva 
Mayoría el haber sustituido el binominal por un “traje a la medida”, hecho ex 
profeso para beneficiarla.

Debo confesar que la crítica del “traje a la medida” me produce algo de 
irritación18.

Las simulaciones que se han hecho, desde la academia y por expertos de 
distintos sectores, demuestran que el distritaje propuesto no tiene el efecto 
acumulado de beneficiar a la Nueva Mayoría en desmedro de la derecha.19

Faltos de un estudio serio, algunos críticos han recurrido a la anécdota. 
Sacan a relucir la presunta “anomalía” de la Tercera Región. ¿Cómo es posible 
–dicen– que dicha zona sume un diputado más cuando resulta que numéri-
camente no le correspondía? Se les ha contestado (y está explicado en una ex-
posición de motivos que parece que nadie en la derecha tuvo tiempo de leer) 
que, para evitar la acusación de centralismo, el proyecto asumió la convenien-
cia de que, como línea de base, todas y cada una de las 15 actuales regiones del 
país, independientemente de su población, sumara a su actual representación 
un diputado adicional. De esta manera, de los 35 diputados que se agregan a 
la Cámara, solo 20 tendrán el efecto neto de mejorar la igualdad de peso del 
voto (y, por lo mismo, se asignan fundamentalmente a las regiones V, VIII y 
Metropolitana). ¿Hubiera sido más lógico que los 35, todos ellos, fueran a las 

18	 En nuestro caso, los alegatos ante el Tribunal Constitucional fueron una oportunidad para desmentir 
aquellos comentarios políticos que acusaban al proyecto de reforma de ser un traje a la medida de la 
Nueva Mayoría. Del examen de la sentencia queda claro que, más allá de los reparos que los minis-
tros disidentes formulan a ciertas desproporciones transitorias entre población y escaños, el proyecto 
aprobado no tiene el efecto de favorecer a un sector determinado en desmedro de otro. Durante los 
alegatos, por lo demás, la propia abogada de los senadores requirentes afirmó que su reclamo no se 
basaba en dicho reproche. 

19	 Véanse los trabajos de Andrés Tagle, Libertad y Desarrollo y Kenneth Bunker de la Universidad Diego 
Portales. La Tercera, Sábado 31 de Enero de 2015, p. 4.
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zonas más pobladas?. En la lógica de las matemáticas abstractas, probable-
mente. Pero tratándose de una decisión política que debe tomar un cuerpo 
deliberativo en que el 75% de los actuales diputados son de provincias y en un 
país con un fuerte, y justificado, sentimiento anticentralista, hubiera sido un 
despropósito.

La anomalía de Atacama, por tanto, no es tal. O, si se quiere, es tan ano-
malía como el diputado adicional que suman Punta Arenas y Coyhaique (que 
desde una lógica puramente matemática tampoco lo “merecerían”).

Lo paradojal de la fijación de la derecha con Atacama es que acusan perfi-
dia de la Nueva Mayoría cuando resulta que, en los hechos, los únicos posibles 
beneficiados de ese cambio concreto son ellos. Veamos. Hoy, con el binomi-
nal, de los cuatro diputados de Atacama la derecha no tiene ninguno (fue 
doblada en los dos distritos de la Región). Por el solo hecho de pasar al pro-
porcional, ese 30% de votación que han tenido allí históricamente les asegura  
un diputado que hoy no tienen. Y aún más: el aumento de cuatro a cinco para 
la Región, lejos de ser un “regalo para la izquierda”, genera una posibilidad 
real de que, con los mismos  votos, la derecha obtengan 2 de los 5. O sea, la 
“maldad” de la Nueva Mayoría le daría a la derecha dos diputados donde hoy 
no tiene ninguno. ¡Es cuestión de saber cómo funciona la cifra repartidora en 
un sistema proporcional!

No deja de ser notable, por supuesto, que partidos que por décadas han 
usufructuado sin chistar de un sistema electoral cuya lógica y distritaje fue 
impuesto por Pinochet con el fin de subsidiar a la derecha ahora, súbitamente, 
descubran la importancia de valores como la igualdad del voto. Frente a esta 
acusación, que se explica mucho por el uso de la calculadora y poquito por la 
aplicación de principios, hay que responder mostrando el enorme progreso 
que representa el proyecto desde el punto de vista del igual peso en el voto, por 
un lado, y en la proporcionalidad, por el otro. ¿Se podría haber llegado a otra 
fórmula? Por supuesto. Pero para que eso hubiera sido posible, se necesitaba 
que los tres senadores RN que abrigan ambiciones presidenciales hubieran 
estado dispuestos a enemistarse con ese 15% antipolítica y antipartidos que, 
creen ellos, dirimirá una futura primaria presidencial de la centroderecha. No 
se atrevieron. Prefirieron volver a incumplir los compromisos suscritos, en su 
momento, por Jarpa, Rivadeneira, Allamand y Piñera. De paso, no les importó 
dejar sin piso las fórmulas propuestas por el propio Presidente de su partido. 
Una pena. La reforma tuvo que hacerse contra los votos de la derecha. No solo 
eso. No contentos con haber votado en contra en el Parlamento, los senadores 
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de la UDI y Renovación Nacional recurrieron al Tribunal Constitucional para 
intentar que el proyecto fuera declarado inconstitucional. Ese último intento 
por bloquear la reforma también fracasó20.

5.3.5. Objeción: A nivel del Senado cada una de las 15 regiones debiera tener 
la misma representación.
Comentario: Más de algún parlamentario “regionalista” rescató la lógica que 
impera en otros congresos bicamerales, de acuerdo con la cual mientras la 
Cámara baja representa en proporción estricta a la población; la Cámara Alta, 
en cambio, representa por parejo los territorios (p.e. los Estados Unidos).

Se trata, sin duda, de un razonamiento atendible, especialmente conside-
rando nuestra propia historia constitucional previa al 73 (Los 28 distritos para 
la Cámara elegían entre 2 y 18 diputados dependiendo de la distribución de 
la población en el censo de 1930, mientras cada una de las 10 agrupaciones 
provinciales elegía los mismos 5 senadores, independientemente del número 
de habitantes).

El criterio expuesto, sin embargo, merece matizarse. Piénsese, por ejem-
plo, en el caso de Alemania, una república que se toma muy en serio el fe-
deralismo y los fueros de cada uno de los componentes de la federación. Los 
germanos no tienen ningún problema en que la representación de los Lander 
(así se llaman las regiones) en la Cámara Alta (Bundesrat) no sea perfecta-
mente igualitaria. De esta manera, y dependiendo de la población, las distin-
tas regiones envían al Landtag un número de senadores que oscila entre un 
mínimo de 4 (para los Lander que tienen menos de 2 millones habitantes, 
como el pequeñísimo Bremen y sus apenas 600 mil ciudadanos), un número 
de 5 para los Lander que tienen más de 2 millones pero menos de 6 millones 
de habitantes y un máximo de 6 representantes para aquellos Lander que 
tienen más de seis millones (piénsese en los casi 13 millones de bávaros). Los 
alemanes saben bien, por lo demás, que la igualdad regional se juega princi-
palmente en la auténtica descentralización política.

5.3.6. Otras objeciones
Existen, por ejemplo, quienes, declarándose disponibles para avanzar hacia 
un sistema proporcional, criticaban tanto el incremento en el número de 

20	 Véase la sentencia del Tribunal Constitucional de Chile del 30 de Marzo de 2015 (Causa Rol 2777-15).
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diputados como el hecho de que la reforma aumenta el tamaño de los dis-
tritos. Sorprende que estas personas no adviertan lo obvio: la única forma de 
lograr proporcionalidad con el mismo número de diputados sería creando 
distritos nuevos aún más extensos y populosos que los que contempla la re-
forma de la Presidenta Bachelet.

Existen, finalmente, aquellos que denunciaron improvisación en la refor-

ma. Es increíble que olviden que el tema se venía discutiendo desde 1989 

(cuando la Comisión Técnica RN/Concertación propuso un sistema electoral 

proporcional para un Senado de 50 miembros y una Cámara de 150 integran-

tes). Ignoran los 20 proyectos presentados sobre el punto en los últimos 25 

años. Desconocen, finalmente, los estudios y resultados de la Comisión que 

presidió Edgardo Boeninger en 2006 y los valiosos debates producidos en la 

Comisión de Constitución del Senado durante todo el año 2013. 

6. Reflexión final

Permítaseme concluir con una nota más personal.
No llevaba todavía dos semanas trabajando en SEGPRES, allá por 1990, 

cuando tuve mi primer encuentro con mi jefe, el Ministro don Edgardo 
Boeninger. Se comprenderá el nerviosismo del, entonces, joven asesor. Allí 
estaba, recién salido de la Escuela de Derecho, y recibía mi primer encargo 
profesional. ¡Y de Boeninger!  Mientras me entregaba una gruesa carpeta, don 
Edgardo me dijo; “Estudie este asunto. Póngase a trabajar en esto”. La carpeta 
llevaba en la tapa una caratula que decía “Reforma Electoral”. Por supuesto, 
no podía sospechar en ese momento que la porfía de la derecha en defender 
el binominal iba a hacer de aquel, un encargo de 25 años.

Mientras redacto estas líneas, en el mismo año 2015 en que finalmente se 
aprobó la reforma electoral, no puedo dejar de concluir con palabras de reco-
nocimiento y esperanza.

Mi reconocimiento, en primer lugar, a todos los compatriotas que desple-
garon energías políticas y capacidad de persuasión en orden a que finalmente 
el cambio pudiera aprobarse.

Mi esperanza, en que la reforma contribuya efectivamente a robustecer 
nuestra democracia. Tengo claro que ni esta ni ninguna otra ley, por buena 
que parezca, puede provocar  transformaciones mágicas. No obstante, pienso 
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que este cambio legal puede ser parte importante de esfuerzo integral para 
que recuperemos el prestigio y la prestancia de nuestras instituciones repre-
sentativas.

Chile quiere y necesita un Congreso que se parezca más a su sociedad. 
Un Parlamento con más mujeres, con más jóvenes, con igual peso del voto y 
donde se expresen equitativamente nuestras distintas formas de pensar. Ese 
es el Congreso de una democracia sana21. 

21	 Este artículo concentra su análisis en el cambio del sistema electoral propiamente tal. Han quedado 
fuera del examen, por ende,  algunas cuestiones muy importantes también contenidas en la nueva ley. 
Me interesa dejar expresa constancia, sin embargo, de mi apoyo decidido y entusiasta a la modificación 
que incorpora una cuota de género, requiriendo a cada partido político, integre o no un pacto, que su 
nómina total de postulantes a la Cámara y al Senado cumpla el requisito de que ningún género esté 
representado por sobre 3/5 ni por debajo de los 2/5 del total. Esta norma se propone como transitoria, 
aplicable a las elecciones parlamentarias de 2017, 2021, 2025 y 2029, en el entendido que su propósito 
es romper una situación inicial en la que operan fuertes e invisibles barreras de entrada. Me complace 
haber podido contribuir con mi defensa ante el Tribunal Constitucional para los efectos que dicho 
órgano validara, por siete votos a tres, esta importante cuota de género. 


